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LEY
Para enmendar el Artículo 3 de la Ley Núm.  55 de 20 de junio de 1996, según renumerado y enmendado en la Sección 3 de la Ley Núm.  120 de 12 de septiembre de 1997, a fin de garantizar que el residente durante diez (10) años o más en determinado proyecto de vivienda pública ya existente tenga la prioridad en el traspaso de la unidad de vivienda donde ha residido durante el término especificado.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El derecho a la propiedad es uno de los derechos naturales, que cede en importancia sólo al derecho a la vida, a la dignidad personal y a la libertad.  Así lo reconoce la Sección 7 del Artículo II de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  


Reiteradamente se ha reconocido que la vivienda constituye un elemento fundamental dentro del marco de desarrollo económico y social de Puerto Rico. Además, representa una de las necesidades básicas del ser humano, el nexo con la comunidad y contribuye a satisfacer la meta de proveer la condición mínima para la adecuada integración social y la convivencia.


Asimismo, el Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico ha reconocido que la vivienda es parte fundamental del derecho de sus habitantes a disfrutar de un nivel de vida adecuada. Por tal razón, entre los objetivos prioritarios en el área de desarrollo social, está la transformación de los residenciales en condominios, a fin de permitir la venta y transferencia de títulos de propiedad a sus residentes.

Conjuntamente, se ha proyectado bajo programas y proyectos de modernización de residenciales públicos la reconstrucción de determinados proyectos de vivienda pública, para lograr instalaciones físicas adecuadas y mejorar la calidad de vida de la población más necesitada en nuestro país.


A tenor con la política pública de traspasar la vivienda pública a sus inquilinos y la expectativa de mejorar los servicios a las familias de escasos recursos residentes en proyectos de vivienda pública, ha sido aprobada la Ley Núm. 55 de 20 de junio de 1996, según enmendada por la Ley Núm. 120 de 12 de septiembre de 1997, entre otros aspectos, para redenominar la "Ley de Título de Propiedad de los Residenciales" como "Ley de Traspaso de los Residenciales".


Al respecto, dispone en lo pertinente la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 55, anteriormente citada, que “En Puerto Rico se han hecho muchos progresos en el área de la vivienda, y en particular en la vivienda para las personas de escasos recursos.  Sin embargo, miles de familias residen en vivienda pública como inquilinos del gobierno, como agregados urbanos de una finca gubernamental. Es indispensable dar un paso cualitativo de cambio; un paso no ya dirigido al aspecto físico de la vivienda, sino a potenciar la dignidad del ser humano:  de “residente”, “arrimado oficial”, dependiente de la ayuda de Gobierno, debemos darles a estos miles de puertorriqueños el derecho a convertirse en dueños.  Un residente convertido en dueño de su vivienda será un ser humano que no sólo tendrá un techo, sino un mayor reconocimiento de su dignidad de ser humano que constituirá el convertirlo en propietario y, en una mayor medida, en dueño de su destino.”


En virtud del Artículo 3 de la Ley Núm. 55, citada, según renumerado y enmendado en la Sección 3 de la Ley Núm. 120, citada, compete al Departamento de la Vivienda y la Administración de Vivienda Pública ordenar, establecer y elaborar sin dilación innecesaria alguna,  programas  que provean para la disposición, mediante cualquier método apropiado de compraventa, de una o más unidades de vivienda con elementos comunes que comprendan la totalidad o parte de uno o más proyectos de vivienda pública ya existentes, ocupados, vacantes o de proyectos de nuevo desarrollo, incluyendo cualquier interés en los elementos comunes del proyecto de vivienda pública, de conformidad con los planes aprobados y con sujeción a los términos y condiciones aplicables, a compradores cuya capacidad económica permita sufragar las obligaciones financieras de la compraventa y  la operación,  mantenimiento y reserva.


Particularmente, en el  referido Artículo 3 de la Ley Núm. 55, supra, se confieren al Secretario de la Vivienda de Puerto Rico las facultades de formular la política pública que regirá los programas concernientes a la disposición de los residenciales públicos y la reglamentación necesaria, así como velar por su ejecución. Además, se dispone que el Administrador de Vivienda Pública de Puerto Rico tenga el deber de la implantación, con la aprobación del Secretario, de los reglamentos y procedimientos necesarios para el cumplimiento de esta Ley.

Resulta significativo destacar que la propia Ley Núm. 55, según enmendada, en su Artículo 3 de referencia especifica que ningún plan aprobado afectará o menoscabará los derechos, beneficios, responsabilidades y obligaciones que tenga cualquier inquilino de acuerdo a la reglamentación y las leyes federales aplicables.


Asimismo, en el Artículo 4 de la citada Ley Núm. 55, según adicionado por la Sección 4 de la Ley Núm. 120, citada, se dispone que la elegibilidad de los compradores será establecida en el plan aprobado.

Se  adviene en conocimiento de casos de ciudadanos abrumados, mayormente personas de edad avanzada, residentes de proyectos de vivienda pública ya existentes, privatizados  con la intención de que se logre su autoadministración y eventualmente  su traspaso, que después de residir durante diez (10) años o más en determinada unidad de vivienda están sujetos a ser  reubicados, por motivo de la reconstrucción y la modernización de la unidad o el proyecto de vivienda, sin garantía de retornar a esa unidad de vivienda que ha constituido su hogar durante más de una década,  casi una generación.


Se hace énfasis en que el Artículo 4 de la Ley Núm. 121 de 1 de agosto de 2019, según enmendada, que establece la Carta de Derechos a favor de los adultos mayores, les reconoce que tendrán derecho a vivir en un ambiente de tranquilidad, respeto y dignidad que satisfaga las necesidades básicas de vivienda, alimentación, salud y económicas, con atención a sus condiciones físicas, mentales, sociales, espirituales y emocionales. También, reconoce el derecho a vivir libre de presiones, coacciones y manipulaciones por parte de familiares, personas  particulares o del propio Estado, que estén dirigidas a menoscabar su capacidad y su derecho a la autodeterminación;  escoger con  qué  pariente o parientes desea convivir o  el  lugar donde desea hacerlo dentro de un ambiente de amor, comprensión y sosiego; así como tener acceso real a los beneficios y servicios públicos en áreas tales como vivienda y bienestar social, al igual que a disfrutar de un ambiente de tranquilidad y solaz. De manera que toda persona de edad avanzada queda salvaguardada en sus derechos reconocidos por la Ley Núm. 121, citada. A tal efecto, el proceso de relocalización, ubicación y eventual traspaso de la unidad de vivienda en que ha constituido su hogar, al menos durante una (1) década debe regirse por normas que le garanticen la preservación de sus vínculos con vecinos residentes, su sentido de pertenencia a determinada comunidad, el lugar de procedencia y el consentimiento, además de la participación en todo el proceso de traspaso de su unidad de vivienda.


Procede, por tanto, que la Asamblea Legislativa apruebe la presente Ley, para evitar la posibilidad de especulación con las unidades, en perjuicio de las personas en desventaja económica y de edad avanzada. En ese sentido, toda familia en el contexto de la Ley Núm. 55, según enmendada en virtud de la presente Ley, residente de determinado proyecto de vivienda pública ya existente tendrá  prioridad en los planes de traspaso de haber residido por un término de diez (10) años o más en determinada unidad de vivienda y aun cuando previamente haya sido reubicada por motivo de la reconstrucción o modernización de la unidad constitutiva de su hogar o del proyecto donde haya residido durante el término especificado.

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:


Artículo 1.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley Núm. 55 de 20 de junio de 1996, según renumerado y enmendado en la Sección 3 de la Ley Núm. 120 de 12 de septiembre de 1997, para que se lea como sigue:


“Artículo 3.-Creación del Programa.-


El Departamento de Vivienda y la Administración de Vivienda Pública ordenarán, establecerán y elaborarán, sin dilación innecesaria alguna, programas que provean para la disposición, mediante cualquier método apropiado de compraventa, de una o más unidades de vivienda con elementos comunes que comprendan la totalidad o  parte de uno o más proyectos de vivienda pública ya existentes, ocupados, vacantes o de proyectos de nuevo desarrollo, incluyendo cualquier interés en los elementos comunes del proyecto de vivienda pública, mediante planes aprobados y sujeto a los términos y condiciones que apliquen, a compradores cuya capacidad económica permita sufragar las obligaciones financieras de la compraventa y la operación, mantenimiento y reserva.


El Secretario formulará la política pública que regirá los programas que provean para la disposición de los residenciales públicos y la reglamentación necesaria y velará por la ejecución de las mismas.  El Administrador tendrá a su cargo la implantación, con la aprobación del Secretario, los reglamentos y procedimientos necesarios para el cumplimiento de esta ley.


Ningún plan aprobado afectará o menoscabará los derechos, beneficios, responsabilidades y obligaciones que tenga cualquier inquilino de acuerdo [a la reglamentación y] a las leyes y reglamentos federales, así como locales aplicables.


Se conferirá  prioridad  para la relocalización, ubicación y eventual traspaso de una unidad de vivienda  al inquilino o la familia residente durante  diez  (10) años o más en  determinada  unidad  de  vivienda  sita en el  proyecto de  vivienda  pública ya existente y que ocupaba previo al proceso de reconstrucción o mejoras permanentes, aún cuando haya estado sujeta a la reubicación por motivo de la reconstrucción y la modernización de la unidad o del proyecto donde haya residido por el término especificado.”

Artículo 2.-El Secretario de la Vivienda conjunto el Administrador de la Vivienda  Pública aprobarán la reglamentación para la implantación de esta Ley.


Artículo 3.-Esta Ley tendrá vigencia inmediata después de su aprobación.
